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León, Guanajuato, a 05 cinco de noviembre del año 2015 dos mil quince. . . .  

V I S T O para resolver el expediente número 355/2014-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo intentado (…) en contra del DIRECTOR DE REGULACIÓN Y CUMPLIMIENTO AMBIENTAL ahora DIRETOR DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA AMBIENTAL y del NOTIFICADOR (…), ambos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . 

R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- El 03 tres de julio del año 2014 dos mil catorce, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos de este Municipio, impugnando la resolución de fecha 15 quince de mayo de 2013 dos mil trece, dictada dentro del expediente (…), en la que se impuso una multa en cantidad de $6,337.00 (seis mil trescientos treinta y siete pesos 00/100 moneda nacional) equivalente a 100 cien días de salario mínimo general vigente en el Estado de Guanajuato y la imposición de las medidas correctivas a cumplir, así como su notificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Por auto de fecha 08 ocho de julio del año 2014 dos mil catorce, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda, las pruebas documentales exhibidas y descritas en los puntos 1 uno, 2 dos, 3 tres, 6 seis y 7 siete de capítulo de pruebas de la demanda, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie y respecto a las copias imples ofrecidas en los puntos 4 cuatro y 5 cinco, se le requirió para exhibir documentos originales o copias certificadas, apercibida de que de incumplir se tendrían por no admitidas; se requirió a la autoridad demandada para que en el término de 3 tres días expidiera a costa del actor copias certificadas del expediente (…), además no se le admitieron las pruebas ofrecidas en los puntos 9 nueve y 10 del capitulo respectivo, ni la instrumental de actuaciones; y, se le concedió la suspensión de la resolución Impugnada. . . . .  . . . . 
TERCERO.- El 14 catorce de julio de 2014 dos mil catorce, la parte actora  presentó una promoción cumplimentando parcialmente el requerimiento formulado; y, por auto de día 17 diecisiete del mismo mes y año, se le admitió en copia simple la prueba ofrecida en el punto 04 cuatro del capítulo de pruebas de la demanda y por su naturaleza se desahogó en ese momento y no se le admitió la prueba ofrecida en el punto 05 cinco del  capítulo de prueba de la demanda. . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- El 04 cuatro de agosto del año 2014 dos mil catorce, las autoridades demandadas presentaron escritos de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 07 siete del mismo mes y año, se les tuvo por contestando la demanda en tiempo y forma, admitiéndosele la prueba documental aceptada a la parte actora en el auto de radicación, las exhibidas a las contestaciones, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la prueba presuncional legal y humana en lo que le favorezca; y, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia de alegatos. . . 

QUINTO.- El 14 catorce de agosto del año 2014 dos mil catorce, el autorizado de la parte actora, presentó una promoción objetando en cuanto a su alcance y valor probatorio las pruebas admitidas a las demandadas; y, por auto del día 19 diecinueve del mismo mes y año, se le tuvo objetando en cuanto a su alcance y valor probatorio las pruebas documentales señaladas en su promoción. . . 
SEXTO.- La audiencia de alegatos fue celebrada a las 11:30 once horas con treinta minutos del día 02 dos de septiembre del año 2014 dos mil catorce, sin la asistencia de las partes, en la que se tuvo al autorizado de la parte actora presentando escrito de alegatos, recibido antes de iniciada esta audiencia, por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.-  Que   conforme  a  lo  previsto  por  los   artículos   243  párrafo 
segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse actos emitidos por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental y por el notificador adscrito a la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna la resolución, de fecha 15 quince de mayo de 2013 dos mil trece, dictada en el expediente número (…), en la que se determinó la violación de los artículo 48 y 64 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, en la que se le impuso una multa por la cantidad de $6,337.00 (seis mil trescientos treinta y siete pesos 00/100 moneda nacional) equivalente a 100 cien días de salario mínimo general vigente en el Estado de Guanajuato; y, la notificación de dicha resolución. Y, la existencia de la resolución y del acto impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, con la resolución dictada dentro del expediente (…) y con el reconocimiento tácito que hacen las autoridades en la contestación de la demanda. 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades en la contestación de la demanda, aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción I, la cual establece  que el Proceso Administrativo es improcedente contra actos o resoluciones que no afecten los intereses jurídicos del actor, toda vez que no le asiste ningún derecho que haya sido vulnerado pues este derivó del incumplimiento a previos acuerdos jurídicos establecidos. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en razón de que de la simple lectura de la resolución impugnada, se advierte que se encuentra dirigido a la parte actora y en la misma se le impone una multa y además se le dictaron medidas de seguridad, por ende, insoslayablemente dicha resolución trascienda a la esfera de derechos de la justiciable, por la razones que se expresan en el considerando precedente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, aducen las demandadas que de los conceptos de impugnación que manifiesta la parte actora no se desprende una relación lógica jurídica tendiente a demostrar el perjuicio o afectación que sufrió con la emisión del acto que se impugna, es decir no existe ningún agravio, porque previamente no le asiste ningún derecho que reclamar a ésta autoridad demandada; y, tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VII, en relación con el 265, fracción VII, ambos preceptos del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que analizando el capítulo de conceptos de impugnación del escrito de demanda, se advierte que los razonamientos lógicos y jurídicos expuestos por la parte actora, se dirigen a desvirtuar la presunción de legalidad de la resolución combatida y se indica el por qué la estima ilegal, pues arguye que carece de suficiente fundamentación y motivación, entre otros argumentos, expone que no se precisan las circunstancias, razones particulares o causas inmediatas consideradas para la emisión de la resolución combatida, además indica el Ordenamiento legal y los preceptos jurídicos que estima violados en su perjuicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De igual manera, las autoridades aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que al haberse enterado de esto el actor desde el 02 dos de julio del año 2013, fue derivado del incumplimiento de las obligaciones previstas en el Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato; que ha transcurrido en exceso el término para interponer su demanda y sería contrario a la Ley que el Juzgador le concediera entrada a la misma; que de las constancias aportadas a juicio y consistentes  en el acta de inspección de fecha 02 de julio de 2013, y en la orden de inspección número (…), de fecha 01 de julio del 2013, se desprende que el actor tuvo conocimiento pleno de la falta cometida y además convalidó éste hecho plasmando su firma en los documentos en los que hago mención solicitando se coteje la firma autógrafa del actor en la foja última parte inferior derecha en el apartado “por la empresa”, con la firma que plasma el actor en su escrito de solicitud de copias certificadas de fecha 11 de junio del 2014. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en razón de que se impugna la  resolución, de fecha 15 quince de mayo de 2013 dos mil trece, dictada en el expediente número (…), por tal motivo de las constancias que obran en autos se advierte que la demanda se encuentra presentada dentro el plazo legal de 30 treinta días que contempla el primer párrafo del artículo 263 del propio Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que la parte actora manifiesta que conoció la resolución impugnada el 23 veintitrés de mayo del año 2014 dos mil catorce y la demanda se presentó en la Oficialía Común de Partes, el día 3 tres de julio del mismo año, según se advierte del sello fechador estampado al reverso de la primera hoja de la demanda; de esta manera, en la especie se tiene el día 23 veintitrés de mayo del año 2014 dos mil catorce, como fecha en que la parte justiciable tuvo pleno conocimiento de la resolución impugnada, ya que las autoridades omitieron exhibir las constancias relativas a la práctica de la notificación respectiva y en el sumario no existe medio convictivo alguno que demuestre que la parte impetrante haya tenido conocimiento de la resolución combatida en fecha anterior a la señalada en la demanda. Por tanto, al no aportarse a este proceso las constancia de notificación relativa al acta circunstanciada de la primera búsqueda, en la que se haga constar que el notificador se constituyó en el domicilio del actor y que de dejó el citatorio que obra en autos, para que lo esperara en hora determinada del siguiente día y el acta circunstanciada concerniente a la segunda búsqueda referente a la práctica de la notificación de la resolución impugnada, no queda desvirtuada la negativa lisa y llana planteada por el actor respecto de la fecha en la que se le notificó la resolución tildada de ilegal, en tal virtud la demanda se encuentra presentada dentro del plazo legal de 30 treinta días hábiles. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las causales analizadas y estimando además que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261 y que no se configura ninguna causa de sobreseimiento de las establecidas en el mencionado artículo 262, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . 

CUARTO.- Que la parte actora en el sexto concepto de impugnación, punto 2 dos, segunda parte, alega en lo esencial que del oficio (…), sólo se desprende que se trata de una bodega en la cual no había actividades; de ésta manera, no se motivó porque se presumía que se había infringido el numeral 27 de la Ley para la Protección Preservación al Ambiente del Estado de Guanajuato, y en la especie,  ni siquiera se había caído en alguno de los supuestos establecidos en dicho numeral, pues sólo se trataba de una bodega, en la que no había actividades; por lo que toca al artículo 48 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, lo transcribe; en el caso no se motivó la razón que tuvo la autoridad para presumir que se había infringido dicho numeral, no se especifica de que supuesto partió, es decir, si se trataba de infringir la prohibición del depósito de derivados de la curtiduría, u otros de sus procesos, o bien, de alguna industria o si se trataba de construcción; tampoco se indicó porque consideró que se había generado escombro en su caso, pues para que hubiera depósito tendría que haber escombro, pero la autoridad nunca menciona qué llevó a considerar que se había generado escombro por parte del ahora suscrito. En tanto, que el ahora Director de Inspección y Vigilancia Ambiental en la contestación de demanda expresa en lo toral que de conformidad en lo dispuesto por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, los actos administrativos se presumen de legales, por lo que el actor al aceptar que en fecha 02 dos de julio del 2013 dos mil trece, fue practicada la visita de inspección y levantada el acta de que él mismo firmó, es que de ahí deviene la resolución de infracción ahora impugnada y es porque se encontraba en el lugar de los hechos y había sido sorprendido de manera flagrante en la comisión de la infracción, a lo preceptuado en los artículos 48 y 64 del citado Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental, que la parte actora manifestó no contar con la autorización ambiental procedente y vigente que lo facultó a llevar a cabo obras y actividades señaladas, tampoco acreditó la disposición final en el inmueble tales como despalme y residuos provenientes de la construcción de la bodega, ni que los materiales pétreos empleados durante las etapas de nivelación y compactación provengan de los bancos de material autorizados por el Municipio; que la resolución impugnada se encuentra debidamente fundada y motivada, se especifica que contraviene los artículos 48 y 64 del aludido Reglamento Municipal e iniciar actividades de construcción de una bodega sin contar previamente con la resolución ambiental procedente y vigente, así como no acreditar el cumplimiento de la medidas técnicas  03 tres, 04 cuatro y 05 cinco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO este concepto de impugnación de la demanda, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En principio se impone señalar, que los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, constriñen a las autoridades Municipales a fundar y motivar sus actos; y, en segundo lugar, es importante señalar que por fundar la resolución  administrativa, se entiende señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demandada se encuentra constreñida a indicar la fracción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivarla se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión de la resolución, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el supuesto de hecho que condiciona la aplicación del o los preceptos legales invocados como apoyo legal; de este modo, se tutela a favor de la parte justiciable, el derecho fundamental de la debida fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese orden de ideas, realizando un análisis del texto de la resolución dictada dentro del número de Expediente (…), se advierte que se encuentra fundada, en virtud de que se invocan los artículos 48 y 64 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato; numerales que establecen: “Artículo 48.- Se prohíbe el depósito, en todo espacio público abierto, derivados de la curtiduría, pieles en cualquier etapa del proceso de curtición, escombro y residuos sólidos en general provenientes de cualquier industria y obras de construcción, cuyo manejo será responsabilidad de los propietarios de la actividad industrial o construcción deberán trasladarlos al lugar  que la Dirección señale especialmente para ese efecto” “Artículo 64.- Además de lo dispuesto en el artículo 20 de este Reglamento se prohíbe arrojar, descargar, depositar o acumular en cualquier espacio abierto al público del territorio municipal  no destinado especialmente para ese efecto, residuos sólidos municipales, industriales, hospitalarios, agropecuarios o de cualquier otro origen”. . . . . .  . . . . . . .  
Por otra parte, la resolución combatida en los considerandos segundo, tercero y cuarto, en la parte que se transcribe, se expresan los motivos que sirvieron de apoyo a la autoridad administrativa para determinar la comisión de la falta administrativa a cargo del justiciable; sin embargo, realizando un análisis de estos tres puntos considerativos, se concluye que la configuración de esta falta administrativa no se encuentra motivada, en virtud de que efectivamente la demandada, omitió indicar de manera pormenorizada el por qué consideró que las actividades de despalme -trabajos de limpieza del terreno- y construcción realizadas en el inmueble ubicado calle Aracely número 104 ciento cuatro de la colonia el Granjeno de esta ciudad, generaron residuos de la vegetación retirada del terreno y escombro proveniente de la realización de las obras de construcción, pues es cierto lo que afirma la parte impetrante en el sentido de que para que haya depósito tendría que haber escombro, de modo que se desconoce el tipo y la cantidad de los residuos -vegetación y escombro generado por la actividades realizadas en el referido inmueble-. Siendo lo anterior así, resulta evidente que la autoridad demandada dejó de externar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tomó en consideración para determinar la existencia de la hipótesis jurídica prevista como la infracción administrativa reprochada a la justiciable, esto es, omite expresar de manera detallada el por qué su situación se adecua a la hipótesis jurídica prevista en el precepto legal presuntamente vulnerado; en el anterior contexto, la resolución combatida no se encuentra circunstanciada, puesto que la autoridad demandada se limita a expresar en el segundo considerando de la resolución a debate lo siguiente: “SEGUNDO.- Del acta de inspección de fecha 02 de julio de 2013, se desprende que el C. (…), llevó a cabo la construcción de una bodega… quien atendió la visita de inspección manifestó no contar con la autorización en materia ambiental procedente y vigente que lo facultó, para llevar a cabo obras y actividades señaladas, asimismo no acreditó la disposición final de los residuos generados por las actividades que realizó en el inmueble de mérito, tales como despalme y residuos provenientes de la construcción de la bodega, de igual manera no acreditó que los materiales pétreos empleados durante las etapas de nivelación y compactación provengan de los bancos de material autorizados por el Municipio.”. De igual manera, la autoridad demandada en el cuarto considerando de la resolución combatida jamás expresa en forma detallada las razones del por qué no se acreditó durante la secuela del procedimiento el cumplimiento total de las medidas técnicas número 03 tres y 05 cinco dictadas en el oficio (…) de fecha 06 de Agosto de 2013 dos mil trece, pues en esta parte considerativa simplemente llega a la conclusión de que la parte actora infringió los artículos 48 y 64 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, los transcribe y expresa que no se acreditó el cumplimiento total de las referidas medidas técnicas y previa individualización de la sanción, en el primer punto resolutivo del fallo que nos ocupa, le aplica al justiciable una multa por la cantidad de $6,377.00 (seis mil trescientos setenta y siete pesos 00/100 moneda nacional) equivalente a 100 días de salario mínimo general vigente en el Estado de Guanajuato; y, en el segundo punto resolutivo del mismo fallo, apercibe a la parte actora , que para el caso de no acreditar el cumplimiento de las medidas correctivas se le considerara reincidente y que se le  podrá imponer la  clausura total de las  actividades que realiza en el  sitio de referencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En mérito de lo expresado en los párrafos que anteceden, la resolución  combatida no cumple con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del  Código de Procedimiento y  Justicia  Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; de esta forma, es ilegal, porque no se encuentra motivada, actualizándose la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, violándose en su perjuicio los derechos fundamentales de la debida fundamentación y motivación, tutelados por los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 137, fracción VI, del propio Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, así como el principio de legalidad previsto por el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; en consecuencia, con fundamento en el artículo 300 fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad total de la resolución dictada en el expediente  número(…), con fecha 15 quince de mayo del año 2013 dos mil trece, por el Director de Inspección y Vigilancia Ambiental, así como la de su notificación. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en el concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de estos en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador en sostenido en la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción II, del  Código de Procedimiento y  Justicia  Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  
PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. .  . . . 

SEGUNDO.- Resultaron infundadas las causales de improcedencia planteadas por las autoridades demandadas, de acuerdo a lo razonado en el tercer considerando de este fallo, por lo que, no es de sobreseerse en el presente juicio. 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución dictada en el expediente número (…), con fecha 15 quince de mayo del año 2013 dos mil trece, por el Director de Inspección y Vigilancia Ambiental, y de su notificación; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuarto tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

